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En los primeros días del mes de
enero de 2006, el Pleno de la Sala Superior
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa, designó al Magistrado
LUIS MALPICA Y DE LAMADRID
como Presidente del mencionado írgana
jwisdiccional, para el bienio comprendido
del 1o de enero de2006 al31 de diciembre
de 2007, sustituyendo en tan irr-portarúe
encargo ala Magistrada MARIA DEL
CONSUELO VITTRTOBOS OKTTZ,
quien fungió como Presidenta de dicho
érgano jurisdiccional durante el bienio
2004-2005, quien en la pasada reunión de
nuestro gremio llevó la propuesta de la
sede de la VI Asamblea, a celebrarse en la
República Mexicana, la cual habrá de
realizarse ei próximo mes de agosto,
dentro del marco de los festejos de
celebración del 70o Aniversario de la
creación del Tribunal Mexicano.

En virtud de 1o antenw, en este espacrs
p r e s e n t a m o s  c 0 n  a g r a d a  e l
CURRICULUM VITAE, detr Magistrado
LUIS MALPICA DE LAb{I\DR,ID
reconoc ido jtmsta, prestigíadc *atedráúíc*
e intemacion altsta acr editaáa "

LAIS MALPICA Y D E LAMAD RTD

INFOR}IACIÓN PARSONAL"

Nació enMóxíco "D.F. El 5 de junio
de 1940. Hijo de Luis Malpica Qukaz"
médíco cirujano y de Blanca da Lamadná
Díaz Or daz {ftnada) " Casado con María de
IaPaz Río Lichtle. Tfes hijas: M;ariadrala
P az (32 años), Mónica {3 1 ) y Eagenía Q6).

(Continua en la págrna 3)
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Resulta de entera satisfacción, presentar a ustedes amables lectores y
rniembros de la Asociación Iberoamericana de Tribunales de Justicia
Fiscal o Administrativa. A.C., la edición de este Boletín Informativo,
cuyo contenido es el siguiente:

Como es tradición, siempre que se produce un cambio de titular de
algún tribunal miembro de nuestra asociación, se da a conocer por
este medio infonnativo, como en el caso de la presidencia del
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa de la República
Mexicana, cuyo Presidente es ahora el Magistrado Luis Malpica y De
Lamadrid, a quien felicitamos y extemamos nuestros mejores deseos
por el éxito de su gestión, al tiempo que publicamos su fotografia y su
currículo vitae.

En la sección de doctrina como siempre presentamos a su atenta
consideración la interesante ponencia intitulada EL NUEVO
PARADIGNTA DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN
PORTUGAL, presentada por la Jueza Consejera del Supremo
Tribunal Administrativo de Portugal Femanda Martins Xavier e
Nunes, con motivo de los trabajos desarrollados en la V Asamblea y
Jomadas de Trabajo de la Asociación |beroamericana de Tribunales
de Justicia Fiscal o Administrativa, que tuvo verificativo los días 29,
30 de septiembre y lo de octubre de 2004, en la Ciudad de Manaus de
la República de Brasil, que seguro será de su interés.

En el rubro relativo a noticias, daremos cuenta de acontecimientos
importantes suscitados en el Tribunal Federal de Justicia Fiscal v
Administrat iva de México.

Como siernpre en la sección Perlas Jurídicas encontraran pensamientos
que mueven a la reflexión.

Finalmente consideramos necesario insistir en la importancia de
nuestra asociación, que nació principalmente para propiciar el
contacto entre los integrantes de los tribunales miembros, que
permitan el intercambio de experiencias con el propósito de mejorar la
justicia fiscal y administrativa, objetivos que hasta el momento han
sido alcanzados, y que pueden liuctificar aún más en el futuro, con el
esfuerzo conjunto de todos sus miembros, inspirados por el espíritu de
solidaridad y entusiasmo con el cual nació, que hasta ahora la
mantiene viva y con la firme esperanza de avanzar en el cumplimiento
de sus metas.

Se les recuerda que pronto tendrán noticias de los preparativos de la
VI Asamblea y Jornadas de trabajo de nuestra asociación, que tendñ 

'

verificativo en este año, con la anfitriona del Tribunal Federal de
Justicia Fiscal y Administrativa de México, como fue propuesto por la
suscrita en la pasada asambléa en mi calidad de Presidente de dicho
órgano jurisdiccional.

I,A COMUMCACIÓN NORTALECE I.A UMDAD.
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II. ESTUDIOS

1.- Post-Universitarios. Doctor en Derecho.
División de Posgrado de la Facultad de
Derecho de la U.N.A.M. (1993-1995) Examen
doctoral 8 de septiembre de 1995. Becario del
Banco de México, S.A.en el Centro de Estudios
Monetarios Latinoamericanos (CEMLA), t967 .
Doctor en Derecho. Facultad de Derecho y
Ciencias Económicas de la Universidad de
París (t963-1965). Examen de Doctorado,22 de
mayo de 1965. Mención "Bien". Becario del
Gobierno Francés en la Facultad de Derecho y
Ciencias Económicas de la Universidad de
París (1963-1965). Diploma de la Facultad
Internacional para la enseñanza del Derecho
comprado (Estrasburgo, Francia), 19 63 .

2.- Universitarios. Licenciado en Derecho.
Facultad de Derecho de la {INAM (1958-1962);
promedio 9.6. Examen Profesional 9 de agosto
de 1963: Mención Honorífica. Tesis El Artículo
14 de la Carta de la ONU y el Poder de
Recomendación de laAsamblea General.

3.- Pre-universitarios. Preparatoria: (1956-
1958) "Lic. Miguel Alemán V" Tapachula,
Chiapas. promedio de calif icaciones 9.5.
Secundaria: (1953-1955) "Lic. Miguel Alemán
V"  Tapachu la ,  Ch iapas ,  p romedio  de
calificaciones 8.5 Primaria (1947 -1952)

E,scuela Urbana Federal "A" tipo Frontetiza,
Tapachula, Chis.

4.- Alta Dirección Ejecutiva. Cursos tomados:
Macro Asesoría Econdmica S. C. Conferencia
"Relaciones Financieras México - Estados
Unidos" Dr. John V. Sweeney, Asesor Financiero
de la Embajada de Estados Unidos. Hotel
Camino Real, Salón Chapultepec 

('A)) (107
diciembre de 1995). Seminario de "Crédito

Avanzado" (Segunda Parte), Instituto Serfin, A.
C. Instructor Dudley Mendenhall (20 hrs.) jueves
16, viernes 17y sábado 18 de marzo de 1995),
México, D.F. Seminario de "Crédito

Avanzado" (Primera Parte), Instituto Serfin, A.
C. Instructor Dudley Mendhenhall (20 hrs.)
martes 1 3, miércoles 14 y jueves I 5 de diciembre
de 1994. México, D.F. Macro Asesoría
Econdmica S. C. Conferencia "Polit ica

Monetaria )t Cambiaria". Dr. Agustín Carstens
C.  D i rec tor  Genera l  de  Inves t igac ión
Econdmica .  Conferenc ia  "Perspec t ivas

Econdmicas para 1995". Hotel Camino Real,
Salón Chapultepec "A" (ueves 8 de diciembre
de 1994). Macro Asesoria Bcondmica S. C.
CONFERENCIA "México desde la Perspectiva
E x t e r n a "  S u s a n  K a u f m a n  P u r c e l l ,
Vicepresidente,  Americas Society,  Inc.
Confetrencia "La Reforma Econdmica: ¿Qué
falla?" Jonathan Heath. Hotel Nikko. Salón
Andromeda fiueves 01 de septiembre de 1994).
Macro Asesoría S.C. Conferencia "La política
de México en Materia de Prácticas Comerciales
I n t e r n a c i o n a l e s " .  D r .  A l v a r o  B a i l l e t .
Conferenc ia  "Perspec t ivas  Económicas
Nacionales e Internacionales". Lic. Mario
Dehesa Dávila. Cd. de México (3 de maruo de
ree4).

Macroasesoría económica S. C. Conferencia
"Perspectivas económicas a la luz de la votación
del TLC". Jonathan Heath. Conferencia
"Perspectivas Políticas a la Luz de la Sucesión
Presidencial". Dr. Luis Rubio. Hotel Fiesta
Americana. SalónPalaca. úueves 2 de diciembre
de 1993). Macroasesoría económica S.C.
Conferencia "La política comercial actual de
México". Dr. Pedro Noyola G. Conferencia
"Perspectivas macroeconómicas 1993-1994".
Jonathan Heat C. Conferencia "Análisis

comparativo del Sector Financiero en América
del Norte". Mario Dehesa D. Hotel Fiesta
Americana. Salón Fiesta (miércoles 1o de
septiembre de fOOl¡. Banco Nacional de
México and J.P. Capital Corporation of New
York. Curso de Ingeniería financiera. Cd. de
México del 8 al 12 de julio 199I. Banco
N a c i o n a l  d e  M é x i c o  a n d  C o n f l i c t
Manasement Inc. Director's N



Workshop.(febrero L2'13, 199q. Banamex and
the Forum Corporation. "The Exceptioual
Manager Program". (noviembre 15-16, 1989),
Banco Naeional de México and University of
Californiao Los Angeles, UCLA/Banamex
"$enior Executive Program'l. ( mayo 22-23,
1e8e).

III. IDIOMAS¡ Francés e Inglés.

IV. ACTIVI,DADES PROFESIONALES-.

1"- Presidente de1 Tribunal Federal de Justicia
Fiscal yAdministrativa por el bienio 2046 2407 .
Magistrado de Sala Superior del Tribunal Fiscal
de la Federacién (a partir del 1o de enero de
1991\. Puestos Directivos Director Ejecuvito
Unidad de Consejeros y Accionistas, Grupo
Financiero Serfin (Del 1" 6nero de 1996 al3l de
diciembre, 1996) Director Ejecutivo de Banca
de Gobierno. Grupo Financiero Serfin (del 1" de
enero de 1993 al 31 de dieiembre de 1996).
Director Adjunto de Tarjetas de Crédito
Privadas de Banamex {1992)" Director
General de Comeicialiáadora Internacional
Euroeom, S.A. de C.V. (1990-1992). Asesor de
Banca Internacional del Banco Nacional de
México (1989-1990). Subdir€ctor General del
Banco Nacional de Comercio ñxterior, S.N.C.
(1983-1989). Delegado Fiduciario Especial y
Director General del Fondo para Fomento de
l a s  E x p o r t a c i o n e s  d e  P r o d u c t o s
Manufacturados (FOMHX) (1975-1983).
Gerente General del Banco de Méxicor S"A"
(1979). Gerente del Banco de México, S.A.
(197S-1979), Director del Fondo para el
Fomento de las Exportaciones de Productos
Manufacturados lroltnx) (1974-1975).
Encargado del Fondo pra el Fomento de lap
Exportacioncs de Productos Manufacturados
(FOMEX) (1.972"1974), Administrador
Temporal del Fondo psro el Fomento de las
Exportaciones de productos Manufacturados
(FOMEX). Fideicomiso del Gobierno Federal
en el Benco de IVIéxico, S.A. (197 | -197 2).

Auxiliar Jurídico de Banco de México, S.A.
(1968-1970). Auxiliar Juridico del Banco de
México, S.A. (1965 -1967)

2. Consejcro En Bancos: (periodo 1982-1988)
Del Banco de Crédito y Servicios, S.N.C.
(Bancreser), Del Banco Internacional, S.N.C.,
De Casa de Cambio Intercam, S,A. de C,V. En
Fideicomisos: Consejero Delegado del Fondo
Editorial de la Plastica Mexicana, Del Fondo de
Equipamiento Industrial (FONEI) 1971-1986,
Del Fondo para el Fomento de las Exportaciones
de Productos Manufacturados (FOMEX), Del
Fondo para la Edición, publicacién, distribución
y venta de obras en materia de Relaciones
Internacionales de México. así como erl 26
Empresas Paraestatales ( 1 982- I 98 8)

V. ACTIVIDADE S ACADEMICAS.

1.- En 1a Facqltad de Dereeho de la IJT'{AM
Profesor Titular, por ooncurso de méritos, de
Derecho Internacional Público en la Facultad de
Derecho (a partir.del 1u de agosto de 1970)"
Antigüedad en la Cátedra desde junio de 1966
hasta 1a fecha). Profesor titular "8" medio
tiempo definitivo (a partir de 29 de noviembre
de 1995;) Director del Seminario de Estudios
sobre Comercio Exterior (a partir deI 22 de
enero de 1997) Director del Seminario de
Derecho Internacional de la Facultad de
Dorecho de laUNAM. (apartir de\22 de oetubre
de I 992 hasta el 2 I de enero de 1997 .

2.- En laDivisión do Esflldios de Posgrado de ia
Facultad de Derecho de la UNAM Profesor en
la División de estudios de Posgrado de la
Facultad de Derecho (de 1982 a la fecha).

3,- E¡ la Sec{etarla de Relaciones Exteriorss
Sinodal Titular €n la materia de Tratados y
Derecho Intemacional Público, en los exámenes
de oposición, para el ingreso al Servicio Exterior
Mexicano. (1970, 197 L, 1972y I97 4).
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4.- Consejglro Técnigp_ dq la Facultad de
D_efe"chg Consejero propietario del Consejo
Técnico de la Facultad de Derecho de la
LNAM(1988-1994)

5.- Tribunal Universitario Presidente del
Tribunal Universitario de la U"N.A,M" ( 1 99 I )

6.- Congreso Unive(sita{io Delegado al
Congreso Universitario de la Facultad de
Dereoho por el SectorAcadémico (Electo el 16
de marza de 1990 junto con otros nueve
Delegados, de un padrón de más de 600
profesores).

VI. PUBLICACIONES Libros: a) El Sistema
Mexicano contra Práeticas Desleales de
C omerc io. Internag iqnal. y .pJ." .Tqalad.p_ dc L ibre
Comercio de América del J.{orte, Universidad
Nacional Auténoma de México, Instifuto de
Investigaciones Jurídicas, Móxico, D. F. 1996,
1014pp,
b)
práctic"ap "del "ingrspp de lv_Iéxi"co .al Aguerdq
General. México, Editorial Grijalbo 1988, 1014
pp. c) El qonvenio de pAgos y eréditos
recíprocos entre Bancos Centrales. como
instrumento de promoción dcl Csmercio
Exterior Latinoamericano dentro del Maroo de
la ALATC y dp la ALADI. Móxico, Editorial
Limusa, 1987, 170 pp, d) ¿Qué es el GATT?
44. edioién aorregida y aumentada. México,
Editorial Grijalbo, enero 1986, 516 pp" e) k
tn¿epen¿encia ¿e U
Mexicana a travé$ de" sus pt incipales
documentos constitucionales, textqF polítieo s y
Tiatados Internacionales, Móxico, Editorial
Limusa, 1985, Tomo I, 865 pp f)La Historia
Comienza en Egipto con un Acto de Derecho
InternaqipnalpJ Trptado más antiguo del mundq
de acuerdo con fuentes arqueológicas y

. México, Editorial Grijalbo, 1981,
160 pp. g) ¿Qué es el GATT? México, Editorial
Grijalbo 1979,352pp,

Artículos: a) Reflexiones sobre la Ley Helms-
urton y las Pqpibles Defensas cont[a su
Aplicación en Derecho_ Interno e Internacignal.
En la mesa redonda: La__Ley Helms-Burton a 1A
Luz del Derecho. Organizada por la Secretaría
de Asuntos Internacionales del CEN del PRI el
17 de julio de 1996 y publicada por el Partido
Revolucionario Institucional México, D.F. PP"
35^46. b)La Modernizacién del Sistema
Juridico Mexicano y el Tratado de Libre
Comercio de Améfica del Norte (TLC). En 'oUn

homenaje a Don Cesar Sepulveda. Escritos
Jurídieos" México, D"F", UNAM. Instituto de
Investigaeiones Jurídicas, 1995, pp" 245'264.
e) ta Administración de Justicia en el Distrito
Federal y lp reyisión de los nsmbramientop del
pode"r Judisial del D.F,. Revista de la Facultad de
Derecho de Méxicoo Tomo Xtlil, Núm" 187-188
enero-abril de 1993, pp"227-234, d) LaDoctrina
Sociológica Realista de Leén Duguit ]¿ su
influencia cn el Dercoho Internacional Públieo,
En "Raúl Cervantes Ahumada, 50 años de
docenoia Universitaria", Móxico, U,1.'l"A,M
Faoultad de Derecho, 1991 pp. 761-776 e)
Evolución y Retos de las Comcreializadoras
Intcrnaeionales Mexiganas. Revista "Comercio
Intcrnaoional" Banamex Vsl. 3 Núm. 2 junio de
l99l,pp. 191-199, 0 El Sector_&."Seryieios cn el
GATT , efectos en la actividad ascguradora,
Revista de Comcreio Exterior, Vol. 38, Núm" 11
nov, 1988, pp. 999-1006. e)
Méxiqp funte a los cédigos de condupta del
QATT" Revista Comcreio Exterior, \hl. 38 Núm.
6 , junio de 1988 pp" 506-512 Méxieo. h)
Rcflexiones sobre el Convenio de pagos y
créditos recíprocos cn "medio siglo . dg.
financiamiento ]¡ ptgmooión del eomereig.
extgfig"{ ds_Móxieo", Méxieo, Baneo Naoional
de Comercio Exferior, S.N.C. el Colegio de
Méxieo, 1987, Vol, II pp. 103-114. i) La Bansa
dg. Desarrollo y los Fondos d,g Fomento
Económico en "Régimen Jurldico de Ja Banea dc
Desarrollo en México". Méxieo, U,N,A,M,
Instituto de Investigaciones jurídicas. Serie G,
estudios Dootrinalcs" Núm. 1 00. 1 986. Do. I4I-



marítimo. Memora ADACI VI Simposio sobre
Arbitraje Comercial Internacional y el Derecho
Marítimo. México, Instituto Mexicano del
Comercio Exterior, 1 98 I, pp. 22-31 . l) Financing
Mexico's Exports "Business Mexico". a
Comprehensive Authoritative look at today's
Mexico and Economic Investment and trade
prospects. Edited by John H. Crhristman.
México, D.F. American Chamber of Commerce
of Mexico,  A.C."  1981, pp'  161-168 m)
Financing Mexico's Exports "Business

Mexico" !. a Comprehensive Authoritative Look
at Today's Mexico and Economic Investiment
and Trade Prospects. Edited by John H'
Christman. México, D.F.,American Chamber of
Commerce of  México,A.C. "1981, pp'  161-168.
n) Financing Mexico's Exports "Business

Mexico". Editado por Jhon H. Christman.
Méx ico ,  D.F . ,  "Amer ican Chamber  o f
Commerce of Mexico, A.C. 1978, pp. 153-159

164. j) El Derecho del mar como parte del
Derecho Internacional Público. Cardinal' Epoca
II. año III, Núm. 26, diciembre 1981, pp. ll-12.
k)

Vol. VII Núm. 2, Segundo
. 138-141. o) Las Empresas

1969:tomo II, Titulo IV pp' 1975-332. s)

Posición de México. Ponencia presentada en el
Primer Congreso Internacional del Derecho del
Deporte. 1968 30 páginas (publicado en Costa
Rica).

VII. CONFERENCIAS Y CURSILLOS MáS
de ochenta y cinco conferencias y cursillos
impartidos, sobre Derecho Internacional,
Financiamiento al Comercio Exterior, seguros de
crédito a la exportacién, arbitraje internacional,
Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y

Comercio (GATT), Bancade Desarrollo, Fondos
de Fomento,  Negociación de servic ios '
legislación y Congreso Universitario, etc'

V[I. ACTIVIDADES CIVICAS Observador
electoral de la cruzada DempcráticaNacional por
el Sufragio Efectivo. (21 de agosto de 1994)
Ponencia: "La Politicas de PromociÓn de
Exportación". En la reuniÓn sobre aspectos del
Comercio Exterior, Organizado por el lnstituo de
Estudios Politicos Económicos y Sociales del
Partido Revolucionario Instifucional. (1" de
febrero de 1988). Miembro de la Subcomisión

Comercio Exterior del Instituto de Estudios
Políticos Ecoqómiqos y Soqiales del PRI.
(Agosto de 1988). "Las políticas de promocién
de exportación" en la reunién sobre aspectos de
Comercio Exterior, organizada por el Instituto de
Estudios Políticos Económicos y Sociales del
Partido Revolucionario Institucional 1o. de
febrero de 1988. Salón de Usos Múltiples del
PRI.
Elecciones de Diputados Federales' Colaborador
del lnstituto de Estudios Políticos Económicos )¡
Sociales (IEPES) del PRI. Durante las Campañas
Presidenciales de los Lics. Luis Echeverria
Alvarez y José L6pez Portillo. Durante la
Carcryaia del Lic. Miguel de la Madrid H;
R e s p o n s a b l e  d e  l a  S u b s o m i s i é n  d e

Integración Económica Latinoamericana.
Revista de la Facultad de Derecho de la UNAM,
Tomo XXII, julio-diciembre 1973,Núm. 9l'92,
pp. 457-482. p) Balance Jurídico de la

t)rganización de las Naciones Unidas. Revista
de la Facultad de Derecho de la UNAM, Tomo
XXI, julio-diciembre 1971, Núm. 83-84, pp.

624-635. q) La Coercibilidad en el Derecho
Internacional Público "Revista Española de
Derecho Internacional" Núm. l,1969 pp.6l-78
r) El Artículo 14 de la Carta )¡ tres problemas del
Derecho de gentes en "Perspectivas del Derecho
Público en la segunda mitad del Siglo XX"
Madrid, Instituto de estudios de Administración

Bimestrede 1978,pP
Públicas Multinacior



EL NUEVO PARADIGMA DE LA
JUS TI CIA ADMIIVS TRATIVA

EN PORTUGAL

1. Breve Introducción:

La insuficiencia de los mecanismos
existentes para asegurar los derechos e intereses
legalmente protegidos de los administrados y la
morosidad de la justicia administrativa en
Portugal, hace mucho se volvió intolerable,
constituyendo violación al derecho de los
particulares a una tutela jurisdiccional efectiva,
consagrado - exprgg... e inequívocamenlg en la
Constitución de la República portuguesa, desde
la revisión de 1997 (art" 2C', n" 4 y 5 y arto26go,
n%).

Se imponia, así, un cambio, reclamado por
todos, que dio origen a diversos estudios y ante-
proyectos públicamente debatidos, culminando
en dos nuevos instrumentos: el Estatuto de los
Tribunales Administrativos y Fiscales (ETAF),
aprobado por la ley n" 1312002, de 19.12 y el
Código de Proceso de los Tribunales
Administrativos (CPTA), aprobado por la ley
n"1512002, del 22.02, alterada por la ley no4-
4.12003, de 19-02, ambos entrados en visor el 0l
de Enero del 2004.

Es necesario mencionar que lo que sucede
en Portugal no es diferente de I que se sucede en
otros países de la Unión Europea, tales como
España, Francia e Italia, donde el modelo
tradicional del contencioso administrativo de
tipo ftancés sufrió también recientes y profundas
alteraciones.

Exportación. Miembro del partido
Revolucionario Institucional (pRI), desde el 30
de noviembre de 1957. Estado de Chiapas,
Municipio de Tapachula; Distrito Electoral V,
Localidad IX. Cuarenta años de militancia.

IX. SOCIEDADES O INSTITUCIONES
CIENTIFICAS Y CULTURALES Miembro
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Portugal no podía quedar indiferente a esta
verdadera "revalvci6n" de Ia justicia
admtnistrativa,parqveintegralaUniónEuropea
y bace mvcho se diseña en Europa un movimiento
afavar dela*europeización de la tutela judicial
efectivt', siendo maniftesta la tendencta hacia
una convergencia de los sistemas de justicia
adminístrativa.de los Estados miembros y la
preocupaci ón c on la e{rc acía de la admini strac i ón
de la justiei a, mani fe s tada en varias ro s o luc i one s
y reeamendaciones adoptadas por el Comité de
Ministros del Consejo de Europa, can miras a
nejarcr el funcionamiento de la iusticia y a
eseg$rar la celendad y eficacia de los procesos
judiciales.

Podemos, así, decir que la nueva Reforma
del Contencioso Administrativo buscó dos
objetivos esenciales:

Por un laóo, consagrar la jurisdicción
admintstrativa, como una jurisdicción plerra,
permitiendo así a los administrados que formulen
todo el tipo de pretensiones ante los tribunales
administrativos y, por lo tanto, L{ra arrrylia
protección del administrado en el contencioso
administrativo.

Por otro lado, que estatutela jurisdiccional
efectiva se a obfenida en tiempo útil .

Porque peüsamos que dos de los temas de esta V
Asambiea de fa AIT, que nos fueron propuestos,
comportan perfecfamente una exposición sobre
las "novedades" recientemente infoducidas en el
contencioso administrativo portugués, con miras
a la resolución de los dos anteriormente
mencionados objetivos, ya que versan sobre la
"anplía defensa en el proceso administrativo y
f,tsaal" y sobre "Medidas de simplificacién del
proceso administrativo y frsc&I", sin cualquier
otrapretensión que no sea, lade dar a conocer al
pais hermano, algunas de las soluciones
encontradas para resolver, en lo que se refiere
&  l a  j u r i s d i c c i ó n  a d m i n i s t r a t i v a ,  l a

actual oocrisis de la justicia", que sería útil,
debatir con vosotros el nuevo modelo de la
justicia administrativa salido de la reciente
Reforma, aunque, tenemos que confesarr no
podemos, naturalmente, dar garantías de su
éxito, porque la experiencia de su aplicación es
prácticamente nula.

De cualquier modo, queda el
grandes líneas, de los aspectos más innovadores
de la Reforma, tomando como referencia, ptr&
mejor comprensión y siempre que sea necesario,
la realidad anterior.

2. Del impulso constitucional:

Es necesario hacer referencia, mientras
tanto, en primero lugar, que la Constitución de la
República Portuguesa de 1976 y sus sucesivas
alteraciones, sobre todo las de 1989 y 1997,
fueron, sin duda, el motor de arranque para el
nuevo paradigma de la justicia administrativa en
Portugal.

Podemos dec i r  que e1  leg is lador
constitucional y, de cierto modo, también el
legislador comunitario, v.g. en el campo de la
formación de los contratos y del ambiente,
fueron los impulsores de la Reforma, ya que el
legislador ordinario ignoró los vientos de
cambio, continuando a insistir en un contencioso
de naturaleza objetivista, como se observa en la
anterior legislación procesal, entrada en vigor en
1985 (LPTAy ETAF). Tardaba, pues, el cambio
sugerido por el texto constitucional y defendido
en la doctrina, a pesar de la evolución en este
s e n t i d o ,  d e  a l g u n a s  i n t e r p r e t a c i o n e s
jurisprudenciales de la le¡ apoyadas en la
Constitución. r

Por eso, no podemos dejar de citar las
nofinas constitucionales que abrieron el camino
a la actual Reforma del Contencioso
Administrativo.



Son ellas, especialmente:
- el ya referido arto20" de la CRp, que

consagra el principio general de acceso al
derecho y ala tutela jurisdiccional efectiva - del
que transcribimos los n" I,4 y 5:

(l- A todos es asegurado el acceso al
derecho y a los tribunales para defensa de sus
intereses legalmente protegidos, no pudiendo la
justicia ser denegada, por insuficiencia de
medios económicos.

( . . . )

4- "Todos tienen derecho a que una causa
en que intervengan sea objeto de decisión en
plazo rczonable y mediante proceso equitativo.

5. " Para defensa de los derechos,
libertades y garantías personales, la ley asegura a
los ciudadanos procedimientos judiciales
caracteizados por la celeridad y prioridad, para
obtener tutela judicial efectiva y en tiempo útil
contra amenazas o violaciones de estos
derechos.>

y el art"268o, gue se refiere a los derechos
y garantías de los administrados y que se
transcribe íntegramente:

<1. Los ciudadanos tienen el derecho de
ser informados por la Administración, siempre
que lo requieran, sobre el andamiento de los
procesos en que sean directamente interesados,
así como el de conocer las resoluciones
definitivas que sobre ellos fueran tomadas.

2. Los ciudadanos tienen también el
derecho de acceso a los archivos y registros
administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en
la ley en materias relativas a la seguridad intema
y externa, a la investigación criminal y a la
intimidad de las personas.

3. Los actos administrativos están sujetos a
notificación a los interesados, en la forma

prevista en la ley y necesitan fundamentación
expresa y accesible cuando afecten derechos o
intereses legalmente protegidos.

4. Está garantizado a los administrados la
tutela jurisdiccional efectiva de sus derechos o
intereses legalmente protegidos, incluyendo,
especialmente, el reconocimiento de estos
derechos o intereses, la impugnación de
cualquier actos administrativos que los hieran,
independientemente de su forma, la
determinación de la práctica de actos
administrativos legalmente debidos y la
adopción de medidas cautelares adecuadas.

5. Los ciudadanos tienen izuaimente
derecho de impugnar las norrnas admiiistrativas
con eficacia extema lesivas de sus derechos o
intereses legalmente protegidos.

6. A efectos de
plazo máximo de la
Administración>.

Ios nol y 2,la ley f i jará un
respuesta por parte de la

La tutela jurisdiccional efectiva recién tuvo
su consagración plena en la legislación ordinaria
con la Reforma entrada en vigor el 0l de Enero
del 2004.

Veamos entonces como:

3. De un contencioso de iurisdicción
limitada para un contencioso de lurisdicción
plena:

El sistema de justicia administrativa
portugués fue y continúa siendo un sistema de
administración ejecutiva o de acto
administrativo, o sea, la ley rezula
primariamente en términos substantivos todá la
actividad administrativa, pero atribuye a la
Administración autoridad para tomar decisiones
unilaterales obligatorias para los particulares,
dotadas de faerza ejecutiva y ejecutoria y
susceptibles de adquirir la estabilidad de caso



resuelto si no fueran impugnadas citadamente,
excepto en caso de nulidad.

La innovación operada por la Reforma se
sitúa a nivel del modelo de la justicia
administrativa, ya que dicho sistema comporta
dos modelos, de acuerdo con la función y el
objeto del contencioso administrativo :

- el modelo objetivista, del tipo francés,
que busca, en primera línea, a defensa de la
legalidad y del interés público, a través del
recurso de mera anulación, también llamado de "

proceso hecho a un acto";
- el modelo subjetivista, del tipo

germánico, que busca, en primera línea, la tutela
de derechos de los particulares, a través de un
proceso de jurisdicción plena, al que podemos
llamar el contencioso administrativo de
acciones.

Tradicionalmente, nuestro contencioso
administrativo es de naturaleza objetivista, y a
pesar de que haya sufrido alguna evolución
después de la Constitución de 1976, en el
sentido de una mayor garcntia de los
particulares, se mantuvieron, en lo esencial,
hasta la presente Reforma, los trazos
caractenzadores de tal modelo, que se traduce en
un contencioso de jurisdicción limitada,
impuesto por una interpretación rígida del
principio de la separación de poderes, que se
asienta en un contencioso de mera anulación,
cuya función era, en líneas generales, la defensa
de la legalidad, con limitación de los poderes de
pronunciamiento del juez administrativo y
dificultad de hacer cumplir sus sentencias,
siendo manifiesta la desigualdad procesal entre
la Administración y los particulares.

¿Qué se pretendió con la Reforma?

Alejar definitivamente la idea de que la
justicia administrativa es una jurisdicción
limitada.

Afirmar que el proceso administrativo es,
en su esencia, un proceso jurisdiccional y, por
eso, un litigio entre partes, que deben recibir
tratamiento equitativo (arto6o del CPA) y que la
justicia administrativa es hoy de plena
jurisdicción, lo que significa que a todo el
derecho o interés legalmente protegido
corresponde la tutela adecuada ante los
tribunales administrativos (art'2').

Puede, hoy, afirmarse que la función
principal de la justicia administrativa en
Portugal, es asegurar la protección de los
derechos de los administrados.

A tal efecto, fue necesario reforzar los
poderes del juez administrativo, que puede ahora
emitir todo tipo de decisión contra la
Administración y no sólo de anulación de actos
administrativos ilegales y de condenación en los
dominios tradicionales de la responsabilidad
civil y de los contratos administrativos.
Designadamente, el juez puede hoy en el
proceso de impugnación condenar a la
Administración a la práctica de actos legalmente
debidos, imponer obligaciones a la
Administración e inclusive aplicarle sanciones
pecuniarias compulsorias, en caso de
incumplimiento y condenarla como litigante de
mala fe.

Cumple, mientras tanto, reconocer que, no
estamos, ni antes ni después de la Reforma, ante
modelos puros de justicia administrativa que,
pensamos, ya no existen en el espacio europeo,
porque tanto los modelos denominados
objetivistas, como los denominados
subjetivistas, acogen elementos uno del otro: por
ejemplo, aunque el modelo objetivista se
caracterice pgr ser un contencioso, por
naturaleza, de inera anulación, por lo tanto de
jurisdicción limitada, siempre existió,
paralelamente, un contencioso por atribución, el
contencioso de los contratos y de la
responsabilidad civil del Estado, de plena



jurisdicción. Como también en los modelos
subjetivistas existen, entre otros elementos de
cuño objetivista, acciones públicas y populares,
para defensa de valores fundamentales, como el
ambiente, y, por 1o tanto, claramente en defensa
de la legalidad y del interés público. Además,
nuestro contencioso administrativo fue
evolucionando en el sentido de procurar
conciliar la tutela de la legalidad objetiva con el
refuerzo de la tutela de las posiciones subjetivas
de los particulares, procurando, designadamente,
que la decisión judicial asegurase una más
estable y efrcaz tutela de los intereses ofendidos
(arto57'de la derogada LPTA).

No cabe, en esta Conferencia, por falta de
tiempo, una exposición, pormenorizada, de las
innovaciones introducidas en el Estatuto de los
Tribunales Administrativos y Fiscales y en el
nuevo Código de proceso de los Tribunales
Administrativos.

Por esto referiremos, sumariamente,
apenas las güe, a nuestro juicio, mejor
ejemplifican, el nuevo paradigma de la justicia
administrativa en Portugal gu€, como fue
mencionado, tuvo como objetivo primordial
asegurar, por vía legislativa, la tutela judicial
efectiva de los particulares ante los tribunales
administrativos, ya consagrada como principio
constitucional, a través de dos vías
fundamentales:

la defensa amplia y no limitada, en el
contencioso administrativo, de los derechos e
intereses de los particulares legalmente
consagrados y

la agilización y simplificación de la
morosa justicia administrativa, designadamente
a través de una amplia tutela judicial urgente.

Así, nuestra exposición estará centrada en
estos dos puntos esenciales en que se asienta la
reciente Reforma.

4. El nuevo ámbito de la iurisdicción
administrativa:

Conviene aquí comenzar haciendo
referencia, brevemente, al nuevo ámbito material
de la jurisdicción administrativa:

Dar al César lo que es del César. Este
parece haber sido, inicialmente, el mote de los
pensadores de la Reforma.

Hubo quien defendiese que el art"212o, n"3
de la CRP, que atribuye al "tribunales

administrativos y fiscales, el juicio de las
acciones y recursos contenciosos que tengan el
objetivo de dirimir los litigios emergentes de las
relaciones jurídicas administrativas y fiscales",
constituía una reserva material absoluta de
jurisdiccién, en el sentido de que los tribunales
administrativos y fiscales conocían de todas las
cuestiones administrativas y fiscales y sólo
podían conocer de esta cuestiones.

Mas la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional, del Supremo Tribunal
Administrativo y del Tribunal de Conflictos así
no lo entendió y ha interpretado aquel precepto
constitucional como conteniendo la
consagración de la jurisdicción administrativa y
fiscal como una jurisdicción propia, integrada
por tribunales comunes en materia
administrativa y fiscal, en el sentido de que
conocerán de todos los litigios en materia
administrativa y fiscal que no sean, por ley
especial, atribuidos a otra orden jurisdiccional.
Además, la propia CRP atribuye a otros
Tribunales competencia en materia
administrativa - el Tribunal Constitucional, en
determinadas cuestiones electorales y en lo que
se refiere a la fis*calización abstracta de ciertas
ilegalidades de norrnas administrativas y el
Tribunal de Cuentas, en lo que se refiere a
cuestiones financieras (art"223-I-c) y 281, a) c)
v d)).



Mientras tanto, la Reforma acabó por
ampliar el ámbito material de la jurisdicción
administrativa consagrado en la Constitución,
sobre todo en materia de contratos v de
responsabilidad civil.

Así y en el campo de los contratos, los
tribunales administrativos conocen ahora la
ausencia de validez de cualquier contratos
(inclusive privados), cuando la invalidad sea
consecuencia directa de la invalidad del acto
administrativo en que se fundó su celebración
(arto4o, b)) y también conocen de los litigios que
tengan por objeto la validad de actos pre-
contractuales y la interpretación, validad y
ejecución de contratos (aunque sean contratos de
naturaleza privada) a respeto de los cuales haya
ley específica que los someta, o que admita que
sean sometidos, a un procedimiento pre-
contractual regulado por normas de derecho
público, vg. el DL 197199, de 08.06 (art"4", e)).

En el campo de la responsabilidad civil, el
nuevo ETAF atribuye ahora a los tribunales
administrativos la competencia de conocer de
cualquier litigios (y no sólo los relativos a actos
de gestión pública) relativos a la responsabilidad
civil extracontractual por los daños causados por
personas colectivas de derecho público,
incluyendo a los resultantes de las funciones
jurisdiccional y legislativa, antes excluyedos,
aunque continúe a no poder conocer de la
impugnación de los actos políticos y legislativos
(arto4o, g) y 2, a)). Tienen tarnbién competencia
para conocer las acciones de responsabilidad
civil extracontractual contra sujetos privados, en
los casos en que la ley los somete al mismo
régimen de responsabilidad del Estado y demás
personas colectivas de derecho público(art"4",
n'1, i)).

Además, el nuevo ETAF ya no excluye,
como antes, de la competencia de los tribunales
administrativos al juicio de cuestiones de
derecho privado, por 1o que, aunque no lo diga

expresamente, parece admitirse guo, por 1o
menos, en ciertos casos, sea permitido, a los
tribunales administrativos el conocimiento de
otras cuestiones de esta naturaleza.

Otras ampliaciones de la competencia
material de los tribunales administrativos están
previstos o son permitidos (por ejemplo, los
tribunales administrativos pasan a poder conocer
de los litigios relativos a la validad de actos en
materia administrativa de los tribunales,
inclusive judiciales, excepto los practicados por
el Presidente del STJ- arto4o, c), n"2, b), de las
acciones de responsabilidad por effor judicial,
pero aquí apenas de los tribunales de esta
jurisdicción y del derecho de reversión y de la
adjudicación de bienes en procesos de
expropiación, cf. arto5o de la ley 1312002).

Debe, sin embargo, decirse que, en lo que
se refiere a la ampliación de competencias, no se
cumplieron las expectativas creadas por los ante-
proyectos que precedieron al nuevo ETAF,
habiéndose dado marcha atrás en ciertas materia,
por razones de tradición (por ejemplo, en las
indemnizaciones por expropiación y requisición
pública, que continúan en la competencia de los
tribunales judiciales), de orden práctica (por
ejemplo, las contra ordenaciones), u otras.

5. De la amplia defensa de los derechos e
intereses legalmente consagtados de los
particulares o plena jurisdicción:

CPTA concretizó, en el plano de la ley
ordinaria, el imperativo constitucional, ya
consagrado en la CRP, de tutela jurisdiccional
efectiva.

La tutela jurisdiccional efectiva sólo existe
en plena jurisdicción, por esto en el art"3o del
CPTA se consagró la plena jurisdicción de los
tribunales administrativos.



La plena jurisdicción, supone, por su parte,
que a todo el derecho corresponda una acción,
como es propósito del arto2. del CpTA. Allí se
enumeran, a modo de ejemplo, las pretensiones
que hoy pueden ser deducidas ante los tribunales
administrativos, o sea, cualquier tipo de
pretensión.

Lo que significa que el juez administrativo
puede emitir cualquier tipo de pronuncia contra
la Administración, como es propio del poder
jurisdiccional.

Veamos entonces ahora, con un poco más
de pormenores, las novedades en los dos tipos de
acción previstos en la tutela judicial no urgente,
o sea, la acción administrativa común y la acción
administrativa especial.

En ambas pueden ser formuladas varias
pretensiones.

En la acción administrativa común, QUe
busca dirimir litigios emergentes de relaciones
jurídicas administrativas paritarias (es decir que
no involucran actos de autoridad, sin perjuicio
de que se pueda conocer, a título incidental,
sobre la ilegalidad de actos administrativos, ya
consolidados, vg., en las acciones de
responsabilidad civil extracontractual por daños
causados por actos administrativos ilegales,
como ya se defendía, por otra parte, antes de la
Reforma y que hoy es extensivo a otro tipo de
acciones, siempre y cuando, del punto de vista
sustantivo, algun efecto útil surja de allí para su
autor y no se pretenda obtener el efecto que
resultaría de la anulación del acto impugnable -
cf. arto3So del CPTA), además de los pedidos
tradicionales de las acciones relativas a contratos
administrativos, a responsabilidad civil y de
reconocimiento de un derecho, puede ahora
formularse cualquier otra pretensión contra la
Administración o inclusive contra particulares,
siempre y cuando que la ley no exlja para
cualquiera de las pretensiones un modelo

especial de tramitación, porque entonces el
medio procesal adecuado será la acción
administrativa especial (art"37", n.2 del CPTA).
Pode llamarse, por eso, el proceso común del
contencioso administrativo.

Pedido innovador, en este tipo de acción,
es el de condenación de la Administración dela
no emisión de un acto administrativo (art37"-
n2,c)), el que se sitúa en el dominio de la tutela
preventiva y ya no más de la tutela reactiva, y,
por 1o tanto, sólo debe tener lugar en situaciones
de carencia de tutela, por la vía de impugnación
no asegurar al interesado una tutela
jurisdiccional efectiva. Será, por ejemplo, el
caso de un acto administrativo urgente, cuyos
efectos se produzcan en plazos muy cortos, o de
que la regulación normativa del acro es¡e
inserida ya en la propia operación de ejecución.

Igualmente innovador eS, en la acción
administrativa común, la posibilidad de que los
particulares, cuyos derechos o intereses sean
directamente ofendidos, puedan demandar a
otros particulares (no sólo concesionarios).
cuando violen norrnas de derechc administrativo
u obligaciones jurídico-administrativas
contractualmente asumidas o haber un recelo
fundamentado que las violen, pidiendo que sean
condenados a adoptar o abstenerse de ciertos
comportamientos.(arta37o, no3 del CpTA) Serán,
por ejemplo, casos de violación por particulares
de normas urbanísticas o del ambiente. Esta
acción sólo puede ser propuesta después de
requerimiento previo a las autoridades
competentes para que adopten las medidas
adecuadas, pudiendo exigírseles también la
adopción de estas medidas. ya en la legislación
anterior se preveía un medio procesal accesorio,
para intimación para un comportamiento con
función semejantel pero de utilización más
limitada y que hoy, con algunas alteraciones, se
incluye en la tutela cautelar (artol12", no2, 0).



En la acción administrativa especial, que
abarca las pretensiones de impugnaciones,
además de los pedidos principales tradicionales
de anulación o declaración de nulidad de actos
administrativos o, en ciertos casos, la
declaración de ilegalidades de notmas con fuerza
obligatoria general, puede ahora formularse ¿x
novo) los pedidos de declaración de ilegalidad de
noñnas en casos concretos (art"46o, no2, 7 3, n"2)
y de declaración de ilegalidad por omisión de
reglamento(art"46", no2, d) y l2o y ss) y el ya
referido pedido de condenación de la práctica
del acto legalmente debido(art"46", n"2,b) y 66o
v ss)).

Este último, constituye una de las más
importantes innovaciones de la Reforma y una
importante garantía para los administrados, ya
que el juez puede determinar el contenido del
acto, salvo en 1o que se refiere a los momentos
de valoración propia del ejercicio de la función
administrativa (núcleo esencial de la
discrecionalidad), obviamente para salvaguarda
del principio de la separación y de la
interdependencia de poderes del Estado, fijando
también un plazo determinado dentro del cual el
acto debe ser practicado, pudiendo imponer una
sanción pecuniaria compulsoria, destinada a
prevenir el incumplimiento (art'66', n'3).

El poder del juez, consagrado en el CPTA,
de, en ciertas situaciones, fijar sanciones
pecuniarias compulsorias, a favor del interesado,
para forzar a la Administración a cumplir las
decisiones judiciales (cf. tb artol08, no2 y 169"),
es absolutamente innovador.

Con los pedidos principales, pueden
siempre acumularse otras pretensiones conexas,
como, por ejemplo, el pedido de condenación a
la práctica del acto debido, el pedido de
indemnización o de reconstitución de la
situación actual hipotética.

La acumulación de pedidos, hoy permitida,
en las acciones de impugnaciones es también
una de las grandes innovaciones de esta
Reforma. El imperativo constitucional de la
tutela jurisdiccional efectiva señala la necesidad
de ampliar el objeto del proceso de anulación de
actos administrativos, púd proporcionar a su
autor una definición más estable de su situación
jurídica.

También constituye novedad el hecho de
que el proceso de impugnación deje de ser la vía
adecuada para reaccionar contra actos
administrativos de denegación, expresos o
tácitos (habiéndose acabado, así, con la ficción
legal de la denegación tácita, frente al silencio
de la administración, a efectos de apertura de la
vía contenciosa de anulación), antes, el pedido
adecuado para reaccionar contra estos actos es el
de condenación de la Administración de la
práctica del acto debido, (arto54o, n"4), debiendo
el juez determinar el contenido del acto, se
estuviera totalmente vinculado o explicitar las
vinculaciones que deben ser observadas por la
Administración en su emisión, si no fuera, ya
que el objeto del proceso es la posición subjetiva
de contenido pretensivo cuya apreciación fue
negada al autor y no esta negación. Si el acto
tuviera contenido íntegramente discrecional, el
juez se limita a condenar a la Administración a
practicar el acto, sin cualquier tipo de
especificación en lo que se refiere al contenido.

Otra gran innovación es la consagración de
la regla de la impugnación administrativa
facultativa, excepto en los casos en que una ley
especial imponga la impugnación administrativa
necesaria para la apertura de la vía contenciosa
(arto51o, 59o, no 4 y 5).

Innovacián también importante es el efecto
suspensivo del plazo de impugnación, ante la
pendencia de la impugnación administrativa
facultativa (arto59o, n'4) aunque dicha
impugnación no suspenda la eficacia del acto



impugnado, como acontece con la impugnación
administrativa necesaria, por lo que para obtener
este efecto será necesario continuar utilizándose
el competente proceso cautelar (suspensión de
eficacia del acto).

Otra novedad que rcfierza también la
efectividad de la tutela, es la posibilidad de
ampliación de las posibilidades de alteración
objetiva de la instancia, permitiéndose ahora la
extensión del proceso de impugnación a actos
conexos supervementes y gu€, aunque sean
producidos en el ámbito de procedimientos
autónomos, están basados en el acto ya
impugnado (actos consecuentes), o al contrato
que sea celebrado, en la pendencia del proceso
de impugnación, cuando el acto impugnado esté
inserido en un procedimiento pre-contractual
(arto63"1 y 2), y, por otro lado, la ampliación del
proceso a la impugnación de actos, cuyos efectos
se opongan a la utilidad pretendida en el
proceso.(cf. art"64 y 65). Obsérvese que ninguna
de las circunstancias supervenientes legitima la
emisión de una decisión de extinción del proceso
por inutilidad superveniente de la lid, debiendo,
así, el proceso proseguir con miras a la emisión
de la sentencia anulatoria, como por otra parte,
ya era práctica en el STA, con el aval del
Tribunal Constitucional.

Innovador, en el sentido de que está hoy
previsto en la ley, es el hecho de que cualquier
de las partes pueda presentar recurso ante una
sentencia que, aunque le sea favorable en lo que
se refiere a la cuestión de la anulación del acto,
por vicio de forma, por ejemplo, le es
desfavorable en la parte en que juzg6
improcedente el vicio de violación de l.y,
porque sólo la procedencia de éste importa la no
renovación del acto (cf. art'141o, no2 y 3).

Siendo el objeto del proceso de
impugnación más amplio, las sentencias tienen
también una autoridad de caso juzgado más

amplio, lo que rcfuena la garantia de tutela
judicial efectiva.

Además, el poder del juez administrativo
en la acción administrativa especial llega al
punto de poder averiguar oficiosamente la
existencia de ilegalidades del acto impugnado
(cf. art'71"), con la consecuente ampliación de
los límites objetivos del caso juzgado, lo que
constituye derogación del principio de la
limitación del juez por la causa de pedir, a no ser
que se entienda, que la pretensión de
impugnación tiene carácter unitario y, por eso, la
causa de pedir incluye todas las posibles causas
de invalidad de que padezca el acto, que el juez
puede averiguar, en el ámbito de sus poderes
inquisitorios en la búsqueda de la verdad
material (arto95o, no2 del CPTA). De cualquier
modo, este es un aspecto altamente innovador,
que apenas encuentra justificación en la
naturaleza pública del derecho administrativo,
presentándose, pues, como un aspecto de canz
objetivista en un contencioso de tipo
subjetivista.

Se permite hoy también al autor güe,
supervenientemente, venga al proceso de
impugnación invocar nuevos vicios del acto
impugnado (arto86o), o venga a impugnar acto de
renovación del acto anulado invocando los
vicios que podía haber invocado y no invocó
contra el acto anulado (arto64", nol - in fine).

Un aspecto altamente innovador es el
poder del juez administrativo de, en ciertos casos
(proceso de intimación para protección de
derechos, libertades y garantías y de ejecución
de sentencias- arto3o, n"3, 109o, no3, 164o, no4-c),
167", n"6 y 179", 5) si pudiera sustituir a la
Administración, cuando la práctica y contenido
del acto sean estqictamente vinculados o cuando
haya una solución única posible en el caso
concreto.



Solamente al Tribunal Constitucional le
compite declarar, con fuerza obligatoria general,
la inconstitucionalidad de cualquier norrna
(art'281, nol de la CRP y art"72",no2 del CPTA),
a no ser que se trate de norrna administrativa que
ya haya sido desaplicada por cualquier tribunal,
en tres casos concretos, con fundamento en su
ilegalidad, caso en que puede ser pedida la
declaración de su ilegalidad con fuerza
obligatoria general (art"73o, nol), como ya
sucedía en el ámbito de la legislación anterior.

Innovadoramente, el CPTA prevé que el
interesado directamente afectado por una noffna
reglamentar, emanada en el ejercicio de la
función administrativa, cuyos efectos se
produzcan de inmediato en su esfera jurídica, sin
dependencia de cualquier acto de aplicación,
pueda impugnarla, por vía principal y no apenas
incidental, con efectos circunscritos a un caso
concreto (art"7 3o, no2).

Otra irurovación es la posibilidad conferida
al MP y demás personas y entidades defensoras
de los intereses referidos en el artogo, no2
(valores y bienes constitucionalmente
protegidos, tales como la salud pública, el
ambiente, el urbanismo, el ordenamiento del
territorio, la calidad de vida, el patrimonio
cultural y los bienes del Estado, de las regiones
Autónomas y de las autarquías locales) y
también a quien alegue un perjuicio
directamente resultante de la situación, de
reaccionar contra la omisión ilegal de normas
administrativas cuya adopción sea necesari a para
dar ejecutabilidad a actos legislativos carentes de
regulación(art"77", n'1). El juez tiene aquí el
poder no sólo de verificar la omisión, sino
también de fijar un plazo de no menos de seis
meses, dentro del cual la omisión tendrá que ser
suplida (art"1 7 ", n"2).

Innovadora es también la posibilidad de
suspensión de la eficacia de noÍnas

administrativas, no permitida por la legislación
anterior (cf. art'l 30").

Además, el juez pode, actualmente, adoptar
todo el tipo de medida cautelar que considere
adecuada y aplicar sanciones compulsorias
también en estos procesos, para asegurar el
cumplimiento de sus decisiones. (arto3o, no2,44o,
49,66o,  g4o,  109o,  I10o,  1 !5" , l2 '7" ,16g. ,  l6g"v
I 79.).

Por otra parte, los procesos urgentes,
principales y cautelares son procesos de plena
jurisdicción.

De las innovaciones introducidas nesses
procesos por el CPTA, se hablará a continuación
a propósito de la agllización y simplificación de
la justicia administrativa. 

*

6. De la agilización de la justicia
administrativa y simplificación procesal:

Poco valor tiene la justicia, si llega
demasiado tarde.

Dos estudios recientes, efectuados en
Portugal, por prestigiadas firmas de consultoría
y gestión, puede concluirse que la lentitud de la
justicia administrativa portuguesa se debe, entre
otras causas, a la falta de instrumentos
procesales adecuados y a Ia burocracia que,
como modelo de organización, progresivamente
ha dejado de dar respuesta a las exigencias de
celeridad y eficiencia de los servicios prestados.

Los tribunales son organizaciones
excesivamente burocráticas, lo que tiene sido
señalado como una de las principales causas de
la crisis de la justicia y de la distancia social
entre los tribunales y los ciudadanos y, por eso,
un área carente de reforma.



El desarrollo de nuevos sistemas de gestión
y administración es, así, un requisito
fundamental de la eficacia del sistema judicial.

El derecho de acceso a los tribunales, como
derecho fundamental constitucionalmente
consagrado, comprende hoy el derecho a obtener
medidas provisorias que aseguren una tutela
jurisdiccional efectiva y el derecho a que una
causa sea resuelta en un plazo razonable. (cf.
art"20, nol, 4 y 5 y 268', nq4 de la CRP).

Además, éste último, como se mencionó al
inicio, es un principio aceptado hace mucho en
el espacio europeo, con consagración en la
Convención Europea de los Derechos del
Homem (arto6o y 13'de la CEDH) y Que, tanto el
Tribunal europeo de los Derechos del Homem
(TEDH), como el Tribunal de Justicia de la
Comunidad Europea (TJCE) han aplicado y el
primero, no raramente, ha condenado a los
Estados miembros por violación de las normas
del derecho intemacional, sobre todo en casos de
la llamada'Justice escargot".

Siendo el concepto de "plazo razonable",
un concepto indeterminado, tanto el TEDH,
como el TJCE han tenido un papel fundamental
en su densificación, con miras a su aplicación
uniforme en el espacio europeo.

La conclusión a que se llega frente a la
jurisprudencia de esos Tribunales, es que el
"plazo razonable" no es un concepto unívoco,
depende, naturalmente, de varios factores, y, por
eso, debe ser analizado caso a caso. atendiendo a
la complejidad de la causa, al modo como las
autoridades judiciales condujeron el proceso, al
comportamiento de las partes, debiendo también
tomarse en consideración la importancia del
caso, la naturaleza de la causa y hasta el
significado que el proceso puede tener para el
solicitante (caso de los enfermos infectados con
HIV).

Pero, lo que realmente importa es evitar
que existan situaciones en los tribunales
nacionales que, por lentitud de la justicia, lleven
al Estado portugués a responder, ante los
tribunales nacionales o internacionales.

Lo que importa es que los tribunales
administrativos portugueses tengan los medios
para asegurar a los ciudadanos una tutela
jurisdiccional en tiempo útil.

Éste fue también uno de los objetivos
principales de la Reforma del Contencioso
Administrativo, entrada en vigor el 01 de Enero
de este año.

La filosofía subyacente del CPTA es la de
agilidad y simplificación procesal y de
cooperación entre magistrados, mandatarios y
partes, con miras a la obtención de la iusta
composición del litigio, en tiempo útil.

La ya referida posibilidad de acumulación
de pedidos y de modificación objetiva de la
instancia (arto45, nol y 63", n"2) y también del
conocimiento del mérito de la causa en el
sanador en los procesos de impugnaciones y del
establecimiento de reglas de preclusión (arto87o,
nol y 2), de la fundamentación resumida de la
sentencia que resuelva cuestiones simples o
manifiestamente infundadas (art"94o, n3), la
concentración del proceso en una audiencia para
discusión de la materia de hecho y eventual
decisión de la causa, el efecto devolutivo de los
recursos jurisdiccionales y consecuente
ejecutabilidad provisoria de la sentencia
recurrida (art"143, 2 y 3), el recurso per saltum
para el STA, la calificación de ciertos
documentos extrajudiciales como título
ejecutivo, son, entre otros, medios de agilización
de la justicia een los procesos principales
normales.



Mas, especialmente para prevenir daños de
morosidad, Ia ley prevé medios procesales
urgentes - principales y cautelares.

Los procesos urgentes tienen tramitación
simplificada (los actos de secretaria preceden a
cualquier otros, hay exención de vistos, los
plazos son reducidos a la mitad y coffen en
ferias).

Algunas técnicas procesales buscan
deliberadamente acelerar la realización del
derecho como, por ejemplo:

- la admisión de medidas cautelares de
natur aleza anti cip atori a (art' 1 1 2 ) ;

- la anticipación, en el ámbito del proceso
cautelar, del juicio sobre la causa principal
(art '121, n"1).

- la concentración del proceso en una
audiencia, donde la causa puede ser discutida y
decidida (artol03'y 111, n' l) .

El art"20, no5 de la CRP, en la revisión de
1997, estipula que "Para defensa de los
derechos, libertades y garantias personales, la
ley asegura a los ciudadanos procedimientos
judiciales caracterizados por la celeridad y
prioridad, para obtener una tutela judicial

efectiva y en tiempo útil contra amenazas o
violaciones de estos derechos. "

Para concretizar este PrecePto
constitucional, el CPTA introdujo un nuevo
proceso urgente principal, además de haber
procedido a una profundización y ampliación de
la tutela cautelar.

Así, y además de los procesos principales
urgentes ya existentes, que recibieron también
consagración en el CPTA, con algunas
alteraciones - el contencioso electoral (art"97" a
99o), el contencioso pre-contractual (art'100o a
103') y la intimación para la prestación de
informaciones, consulta de procesos o pasaje de
certificados (cf. art"104" a 108') y de otros que

continúan previstos en leyes separadas (por
ejemplo, ley del Asilo), se prevé ahora un
proceso completamente nuevo - la intimación
para protección de derechos, libertades y
garantías (art"i09' a 1 I 1').

Este nuevo proceso puede dirigirse contra
la Administración o contra particulares y busca
la adopción o abstención de operaciones
materiales, como la emisión (o no emisión) de
actos administrativos (art'1 09o, n'3).

Original es el poder del juez, teniendo en
cuenta la urgencia y la complejidad del proceso,
decidir el ritmo de la tramitación del mismo.
Así, el proceso puede seguir una tramitación
compatible con una complejidad y urgencia
normal, como va desde la reducción de los
plazos a la mitad, cuando la complejidad de la
materia lo justifique, hasta la prolación de la
decisión en 48 horas, en situaciones de extrema
urgencia. En este caso el juez puede oír al
requerido por cualquier medio de comunicación
adecuado. (artol l0', n'3 y 1 I 1').

Es pues, la intensidad de la urgencia que

marca los tiempos y actos relativos al proceso'

En el ámbito de este proceso, el juez

administrativo tiene, por otra parte, poderes

acrecidos, pudiendo, designadamente sustituir a

la Administración, emitiendo sentencia
constitutiva, destinada a producir los mismos
efectos del acto debido. (Por ejemplo, en el caso
de que una manifestación no sea autonzada,
porque no puede ser autorizada provisoriamente,
ya que realizada, el proceso principal se volvería
inútil). En regla, sin embargo, el juez determina
el comportamiento concreto al que el
destinatario es intimado y, siendo éste el caso, le
fija un plazo upara el cumplimiento, pudiendo
imponerle el pago de sanción pecuniaria
compulsoria en el caso de incumplimiento de la
intimación (arto110, n"4 y 59).

I



Innovadora, también, en el campo del
proceso urgente relativo a la formación de
contratos es la posibilidad de poderse evitar que
la Administración celebre el contrato, mientras
el proceso urgente tramita, al permitirse la
ampliación del objeto del proceso urgente a la
impugnación del propio contrato (arto102', n'4 y
63" del CPTA).

También innovadoramente se permite que
si fuera imposible satisfacer los intereses del
autor, el juez no conozca del pedido formulado y
fije una indemnización, después de audición de
las partes (artol02o, no5). 

*

Conviene referir que, en 1o que se refiere a
la tutela cautelar y antes de la actual Reforma, la
ley procesal administrativa preveía, en la
práctica, un único medio cautelar - la suspensión
de la eficacia de actos administrativos, típico del
proceso de impugnación de anulación de actos
administrativos de contenido positivo, cuyos
presupuestos legales eran, por otra parte, de
dificil verificación (arto76o de la LPTA).

La ampliación del contencioso
administrativo a todo tipo de pretensiones, no
podía dejar de implicar una correspondiente
ampliación a todo el tipo de medidas cautelares,
ya que éstas buscan asegurar la utilidad de la
decisión del proceso principal (art"1 12").

Así, el particular puede hoy utilizar una o
más medidas cautelares, tipificadas en el CPTA
o previstas en el CPC, aplicable
subsidiariamente, desde que demuestren que son
adecuadas para asegurar la utilidad de la
sentencia en el proceso principal.

Lo que, por otra parte, no es más que la
concretización del principio de tutela
jurisdiccional efectiva en materia cautelar,
consagrado en el no 4 del art'268" de la CRP.

Las medidas cautelares previstas en el
CPTA son de doble naturaleza - conservatoria,
cuando el interesado pretende conseryar un
status quo (vg. suspensión de la eficacia del
acto) y anticipatoria, cuando el interesado
pretende obtener, provisoriamente, una
prestación administrativa (vg. intimación para
adopción de un comportamiento, que ya estaba
prevista en el derecho anterior, pero apenas
contra particulares).

El juez tiene, en materia cautelar, amplios
poderes, porque puede inclusive condenar más
allá o diversamente del pedido, ya que puede
optar por la adopción de más medidas que las
requeridas o de medidas diferentes de las
requeridas, después de haber oído a las partes,
cuando hacerlo se revele adecuado para evitar o
atenuar la lesión de los intereses defendidos por
el solicitante y sea menos gravoso para los
demás intereses, públicos o privados, en
presencia. (arto120, n"3). Só1o no puede dar al
solicitante, más de lo que es permitido alcanzar
con la decisión del proceso principal, pero puede
condenar, a título provisorio, en el pedido
formulado en el proceso principal.

Por su innovación y excepcionalidad,
debemos también aquí referir el poder conferido
al juez de cambiar el proceso cautelar en proceso
principal urgente, anticipando la decisión de
fondo, cuando concluya a favor de la manifiesta
urgencia del caso e inexista proceso urgente
principal que lo contemple, para 1o que tendrá en
cuenta la naturaleza de las cuestiones y la
gravedad de los intereses involucrados y siempre
y cuando el proceso reúna todos los elementos
necesarios y hayan sido oídas las partes
(art"1 2 I ").

El art'l31o del CPTA establece un régimen
especialmente célere de decretación, a título
provisorio, de medidas cautelares destinadas a
tutelar derechos, libertades y garantías que, de
otro modo, no puedan ser ejercidos en tiempo



útil, o dar respuesta a situaciones de " especial
urgencia". Lo que se pretende asegurar es que el
Tribunal, cuando las circunstancias lo
justifiquen, decrete la medida al inicio del
proceso, o sea, anticipe la decisión final del
proceso cautelar, a título provisorio, para dar
respuesta a una situación de especial urgencia.
Se trata, pues, de una decisión doblemente
provisoria (Por ejemplo, situación de negación
de una visa de permanencia en territorio
nacional).

También en el contencioso pre-contractual,
que tiene también naturaleza urgente, se prevén
medidas cautelares y la posibilidad de que el
tribunal anticipe en ellas, pero aquí a título
definitivo, el juicio sobre el fondo de la causa
para corregir ilegalidades patentes (arto137o,
no2), como será el caso, por ejemplo, del
programa de concurso vedar el acceso a
candidatos de origen comunitario. Esta
anticipación, porque definitiva, es semejante a la
prevista en el artol21o.

Como ya mencionamos, es hoy permitida
la suspensión de eficacia de noÍnas
administrativas, a pesar de que reglamentos
emanados de la Administración central (artollZo,

fro}, a) y 130"), aunque circunscrita al caso
concreto, porque está limitada al pedido
formulado en el proceso principal y también por
razones de seguridad y estabilidad jurídicas, 1o
que constituye concretización del principio de la
tutela jurisdiccional efectiva consagrado en el
art"268o, no4 de la CRP.

Los procesos urgentes son medios
jurisdiccicnales de agilización de la justicia.

El CPTA, también prevé medios extra-
judiciales, como es el caso de la creación de un
centro de,arbitraje peffnanente, previsto en el
art'187". Este tiene funciones de conciliación,
mediación y consulta en el ámbito de contratos,

de la responsabilidad civil, de la función pública,
de la protección social y del urbanismo.

Otro mecanismo pensado para agslizar la
justicia administrativa, es la posibilidad de
extensión a terceros, que se encuentren en la
misma situación jurídica, de los efectos de las
sentencias, a pesar de que no hayan impugnado
el acto (artol61'del CPTA).

Otra solución para agllízar la justicia

administrativa es la posibilidad de resolución de
procesos en masa, a través de la tramitación de
los procesos urgentes cuando sean más de 20,
siempre y cuando exista la misma relación
jurídica material o se apliquen las mismas
norrnas (arto4So, no4 del CPTA).

También, con miras a la simplificación y
economía procesal, se permite la dispensa de la
presentación de alegaciones escritas, a
requerimiento del autor y sin oposición de la
parte contraria (art'83o,rf2Y 87o, nol,b)).

Otra medida con miras a la celeridad
procesal y la tutela de los intereses del particular
es la posibilidad de imposición de sanciones
pecuniarias compulsorias en el caso del no
envío, sin justificación aceptable, por la entidad
pública demandada, del proceso instructor
(art'84") y también la conminación establecida
en el arto85o, flo5 de que se den como probados
los hechos alegados por el autor, si la falta de
envío de documentos por Parte de la
Administración hubiera tornado la prueba
imposible o de considerable dificultad.

El juez debe apreciar todas las cuestiones
previas que obsten al conocimiento del objeto
del proceso, en el momento del despacho
sanador, bajo p"ena de preclusión (art"87o, no2).
Se pretende de este modo evitar que el proceso
siga hasta final, para ser proferida una decisión
de forma (principio pro actione).



Además, también innovadoramente, y en
defensa de este mismo principio y refuerzo de la
tutela judicial efectiva, el CPTA impone al juez
el deber de corregir oficiosamente las piezas
procesales que presenten manifiestamente
deficiencias o irregularidades de carácter formal
y no siendo esto posible, de mandar corregir
todas las irregularidades formales y providenciar
el suplemento de cualquier excepción dilatoria
(art'88').

Innovadora es también la introducción de
la oralidad en el contencioso administrativo
porfugués, previéndose la realización de una
audiencia pública destinada a la discusión oral
sobre la materia de hecho, por iniciativa del juez,
o a solicitud de las partes (art"9l").

Si tuviera lugar esta audiencia pública,
tampoco hay lugar para la presentación de
alegaciones escritas, a pesar de que las partes no
hayan renunciado a ella en los articulados, si
fuera realizada una audiencia pública de juicio
sobre materia de hecho por iniciativa de ambas
partes, en la medida en que, en este caso, las
alegaciones sobre la materia de derecho son
también deducidas, por forma oral, en la propia
audiencia (arto9 I o, n"3).

En el proceso de impugnación dejó de
haber despacho liminar. Las vistas inicial y final
al Ministerio Público (MP) dejaron también de
existir.

Además, el MP deja de poder intervenir en
defensa de la llamada legalidad procesal, a
efectos de suscitar la regularización de la
petición, excepciones, nulidades y cualquier
cuestión que obste al proseguimiento del proceso
y de pronunciarse sobre cuestiones de esta
naturaleza que no haya suscitado, contrariamente
a lo previsto en eI art"27-a) de la derogada
LPTA, quedando apenas con un genérico poder
de intervención de fondo, que sólo se justifica
cuando estén en causa valores y bienes

constitucionalmente protegidos, tales como la
salud pública, el ambiente, el urbanismo, el
ordenamiento del territorio, a calidad de vida, el
patrimonio cultural y los bienes del Estado, de
las regiones Autónomas y de las autarquías
locales (arto9o, n"2) u otros derechos
fundamentales de los ciudadanos o intereses
públicos especialmente relevantes. El CPTA
altera, así, la propia naturaleza Ce la intervención
del MP.

También, de cierto modo, privilegiando el
principio de la economía procesal y de
agilización de la justicia administrativa, el
CPTA prevé innovadoramente un reenvío
prejudicial para el Plenario del STA, por los
presidentes de los Tribunales Administrativos y
Fiscales (lu instancia), para conocimiento de
cuestiones de derecho nuevas, que susciten
serias dificultades y que se puedan suscitar en
otros litigios (arto4O", no3 del ETAF). El plenario
proferirá sentencia donde indique el sentido en
que esta decisión debe ser decidida y que debe
ser obligatoriamente seguido por el TAF en el
concreto proceso? no pudiendo, en recurso de la
sentencia del mismo, ser cuestionada tal decisión
(arto93o, n"l).Con el reenvío, se previene
también la producción de sentencias
contradictorias y, se favorece la uniformjzación
de la jurisprudencia. Sin embargo, el reenvío no
es obligatorio, pudiendo, en alternativa, el
Presidente del TAF optar por el juicio en
formación ampliada, o sea, con intervención de
todos los jueces de la sección del TAF (art.4l.).

Es en los procesos urgentes, que los
procedimientos son, naturalmente, más
simplificados.

Los nuevos procesos urgentes, principales
y cautelares, se caractenzan estructuralmente por
combinar simplicidad con agilidad: supresión de
fases procesales, disminución de plazos,
adaptación de la tramitación procesal al caso
concreto por el juez, teniendo en cuenta la



urgencia y la complejidad de la causa,
introducción de la oralidad e informalidad
(audiencia), recurso de las decisiones con efecto
meramente devolutivo.

Se prevé, como Ya referimos,
innovadoramente, una medida cautelar
interlocutoria en el proceso cautelar, en casos de

especial urgencia.

7. A modo de conclusión:

La Reforma de la Justicia Administrativa
era inevitable y constituye, sin duda, una de las

mayores contribuciones a la afirmación del

Estado de Derecho en Portugal.

Sin embargo, no basta reformar en el
papel, ahora hay que llevar adelante tan esperado
cambio y para eso es necesario conseguir, antes
que nada los recursos humanos y técnicos

necesarios para dar respuesta a este desafio'

Para responder a las necesidades de la

Reforma fueron creados nuevos tribunales de 1"

y 2u instancia y reestructurados orgánicamente.
Fueron formados nuevos jueces, en suma, fueron

efectuados los principales cambios estructurales
exigidos para el buen funcionamiento de los

tribunales.

Con la Reforma el régimen de

organización de la jurisdicción administrativa se

aproxima de la figura de la "pirámide de base

ancha"- típica de la organización de los

tribunales judiciales. El STA pasó a funcionar

como un tribunal de revista.

La jurisdicción administrativa y fiscal es
hoy, sin ninguna duda, una jurisdicción plena,
autónoma, y paralela a la jurisdicción común.

Algunas dificultades, al comienzo, que

resultan previsibles, no pueden naturalmente
dejar enfriar los ánimos, ya que los objetivos de
la Reforma justifican plenamente un esfuerzo de

todos en el sentido de su implementación.

Se discutirá mucho todavía sobre la

bondad de ciertas innovaciones y sobre si no

tendrán efectos perversos pero, como siempre
cabrá a la jurisprudencia, con el apoyo de la

doctrina, aplicar la ley, con la ponderación y el

sentido común que le son conocidos y se

impone, teniendo presente, además, que la

celeridad no debe perjudicar a la ponderación y a

la necesaria maduración de la decisión de

mérito, bajo pena de llevar a otro modo de

denegación de justicia.

El nuevo CPTA exige un nuevo perfil del
juez administrativo, más interventivo, más

poderoso. Esto implica riesgos, naturalmente.

Importa, pues, invertir en la formación inicial y

permanente de los jueces, porque van ser ellos

los principales actores de esta Reforma.



el Asesor Jurídico del Ejécutivo Federal,
maestro Juan de Dios Castro, así como el
representante del senado de la República,
senador Héctor Miguel Camarena .

A continuación damos a conocer
sucintamente conceptos y acontecimientos que
se contienen en e1 mismo, atinentes a la
condición del juez, del servidor público y del
hombre, así como diversos resultado y logros
obtenidos en dicha gestión .

Inherente a la realidad del juez, es su
honestidad, objetividad y un correcto actuar
que le haga honorable y le dignifique ante si
y ante los demás, como corresponde a quien
encarna la equidad.

Condición suma del servidor público, es
entregarse sin restricción de concepto al
encargo que le es encomendado para el bien
común , por tanto, su conducta debe ser
opuesta al servicio de si mismo.

Presupuesto del hombre probo, es la honra
con que va por la vida mirando de frente, en
plena armonía, responsable de sus actos y
por ende capaz an|e la sociedad de dar cuenta
de ellos.

Hoy, bajo la perspectiva de estas tres
circunstancias, que han de perfilar la
actuación de quien asume la máxima
representación de un órgano de impartición
de justicia, es momento de rendir cuentas,
hacer glosa fidedigna y clara de los
resultados de la gestión del Presidente del
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa, como lo exige lo dispuesto
por el artículo 26 fracción XXIV de su Ley
Orgánica, que impone \a delegación de
informar anualmente al pleno aquí reunido,
en cuanto óigano máximo de esta institución
jurisdiccional, por ello este ceremonial en su
mayor significado es ocasión propia para
suscribir el compromiso gubemamental de
transparencia, profundo y emblemático en

exrco

Un acontecimiento de relevancia para el
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa aconteció el 7 de diciembre de
2005, cuando la Magistrada MARÍA DEL
CONSUELO VILLALOBOS ORTIZ, en ese
entonces Presidenta de dicho órgano
jurisdiccional rindió su informe de labores en el
nuevo inmueble sede de dicho tribunal en la
ciudad de México, que albergará a la Sala
Superior, a las 11 Salas Regionales
Metropolitanas, y a las diversas áreas
administrativas de dicha institución, con lo que
se brindará un mejor servicio de imparticion de
justicia al concentrarse en un solo sitio todas las
oficinas de dicho tribunal que actualmente se
encuentra en tres sedes distintas, 1o cual se
considera un importante avance en el desarrollo
de este órgano jurisdiccional y por consecuencia
en la modernización del contencioso
administrativo federal, al lado de importantes
avances legislativos que inciden en el
fortalecimiento de su autonomía, crecimiento y
expansión.

En este acto, en sesión solemne, la
Magistrada Presidenta Villalobos Ortiz, rindió
ante el Pleno de la Sala Superior, el citado
informe en cumplimiento a lo dispuesto por el
artículo 26 fracción XXIV de la Ley Orgánica
que rige a dicho órgano jurisdiccional, con la
presencia de distinguidas personalidades de los
tres poderes de la unión, como lo son el
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación Ministro Mariano Azuela Güitron; el
Secretario de Hacienda y Crédito Público Lic.
Francisco Gll Díaz: el Presidente de la Camara
de Diputados Lic. Heliodoro Díaz Escárraga, y



los tiempos del cambio en cuanto irrefutable
agente de transformación para el debido
ejercicio del servicio público, en cuanto se
trata de una ventana abierta para la legítima
observación del cumplimiento de la ley y la
aproximación a los ideales democráticos en
pos de un estado modemo y maduro que con
respeto irrestricto al derecho se muestra
franco ante los gobernados, en sus más altas
tareas, que como la impartición de justicia
tiene rango superior.

¡Bien! por ese valioso avance en abono del
estado de derecho.

Con al altura de miras, la sociedad tiene
derecho a saber lo que hacen sus jueces.

¿Cómo?, ¿Cuándo?, ¿Cuánto? y bajo que
circunstancias se administra la justicia
administrativa, atento al mandato
constitucional que con atributo de garantía
individual despliega el artículo 17, que exige
que debe ser de manera pronta, completa e
imparcial por tribunales dotados de plena
autonomía y conforme a los procedimientos
legalmente establecidos, lo que conlleva,
desde luego las prendas judiciales de
honestidad e independencia.

Para ese propósito, la invaluable presencia en
este ceremonial de los máximos
representantes de los Poderes de la Unión,
además de engalanarlo en su mayor
expresión, le da cabal sentido y entidad al
acto de rendir informe, por cuanto que al
representar al pueblo, los gobernados
recibirán noticias de la labor anual de este
honorable órgano jurisdicente. Y así ha de
ser esencialmente, cuanto y más porque en la
función de los juzgadores de esta prestigiada
casa, incide aspectos formales y materiales
que determinan su inicio y conclusión, así
como la obligación consustancial de cumplir
orgánica y sustantivamente con las
disposiciones legales que rigen la vida
intema del Tribunal y el procedimiento
contencioso administrativo federal.

Lo anterior es trasunto de la intervención del
Ejecutivo Federal y del Senado de la
República en la designación y aprobación de
los Magistrados; como también la expedición
de las leyes y reformas atinentes al juicio de
nulidad, competencia y estructura del
tribunal, emanadas del Congreso de la
Unión; al tiempo que es vital la asignación
de los recursos presupuestales para la
correcta y del mismo modo vista por parte de
la Cámara de Diputados, la asignación de los
recursos presupuéstales para la correcta
prestación del servicio de impartición de
justicia; al tiempo que el Poder Judicial,
califica en última instancia la eficacia de
nuestras resoluciones en cuanto revisor de
éstas e interprete superior de la legalidad
administrativa que vigila la actuación
jurisdiccional ordinaria en el ámbito del
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa.

Lo dicho, describe con especial directriz
nuestro interés de informar en este amplio,
necesario y lógico contexto con lo cual
dejamos serio testimonio de nuestra
solidaridad con los principios y valores de la
verdad y la honradez que en este Tribunal
han sido fortaleza inexpugnable y que son
signo inequívoco y entrañable de los
elevados propósitos en los tiempo de hoy.

Prosigo a informar:

Función Jurisdiccional.

Esta se desarrolla a través de la actividad de
36 Salas Regionales y de la Sala Superior, la
que su vez actua en Pleno y en Secciones,

En el periodo que comprende esta glosa, el
Pleno, emitió 58 acuerdos de carácter
general, algunos publicados por su
importancia en el Diario Oficial de la
Fecieración, que 1 se incluyen en el anexo H"
de este Informe, de los cuales por su
trascendencia destacan:

a).- I.a Integración de las Comisiones.



b).- La designación de Magistrados
Visitadores de las Salas Regionales.
e ) . -  La  adsc r ipc ión  de  d iec i s ie te
Magistrados, que fueron ratificados en sus
nornbramientos por el Presidente de la
República y aprobados por la Comisión
Permanente ypor la Cámara de Senadores,
así como la adscripción de dos magistrados
más de nueva designación.
d).- La creación de una nueva región de
nominada Pacifi co-Centro, con j urisdicción
en e l  Estado de Michoacán y la
modificación de la Región Centro III con
jurisdicción en el Esiado de Guanajuato.
e).- La creación de cinco Salas Regionales,
que tienen como denominación y sede las
siguientes. Tercera Sala Regional del Norte-
Cenho II con seds en la Ciudad de Torreón
Coahuila; Tercera Sala Regional de
Occidente, con sede en la Ciudad de
Guadalajara. Jalisco; Tercera Sala Regional
de Oriente, con sede en la Ciudad de Puebla,
Puebla: Segunda Sala Regional del Golfo.
con sede en la Ciudad de Jalapa. Veracruz, y
la Sala Regional del Pacífico-Centro, con
sede en la ciudad de Morelia. Michoacán.

Sexagésimo Noveno Aniversario de la
Expedicién de lo Ley de Justicia Fiscal.
Con motivo de1 sexagésimo noveno
aniversario de la promulgación de la Ley de
Justicia Fiscal. en el mes de agosto se llevó a
cabo la XIV Reunión Anual de Magistrados
de este Tribunal Federal de Justina Fiscal y
Administrativa en la ciudad de Monterrey,
durante los días 25 y 26 del mismo mes.
En la señalada Reunión, evento culminante
del referido aniversario, se disertó en torno
al tema "Ante los retos delfuturo, vulores y
c a p & c i d a d e s  d e l  C o n t e n c i o s o
A dministr uüv o F e derar ".

El acto de inauguración fue presidido por el
Presidente de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación y del Consejo de la Judicatura
Federal, Ministro Mariano Azuela Güitrón,
el Lic. Francisco Gil Díaz. Secretario de

Hac ienda  y  Créd i to  Púb l i co ,  en
representación del Presidente de la
República y el Gobernador Constitucional
del Estado de Nuevo León, Licenciado
Natividad González Parás.
Los trabajos de la Reunión se vieron
enriquecidos con las conferencias
magistrales delMaestro Juan de Dios Castro
Lozano, Consejero Jurídico del Ejecutivo
Federal, Licenciado Ignacio Pichardo
Pagazay del Doctor Jorge Fernández Ruiz,
Investigador del Instituto de Investigaciones
Jurídicas de la Universidad Nacional
Autónoma de México: asi como con las
intervenciones de los Magishados de Sala
Superior Jorge Alberto García Cáceres y
Luis Carballo Balvanera.

LaborJurisdiccional.
En cuanto a la labor jurisdiccional que
rcaliza el Pleno. en las 109 sesiones que
llevó a cabo , se resolvieron 913 asuntos.
De las ejecutorias de amparos y revisión que
se recibieron en el período que se informa,
ya sea de los interpuestos en el mismo, o con
anterioridad, hubo 95 amparos y 29
revisiones para cumplimentar, en tanto que
138 ejecutorias negaron el amparo. 135
confirmaron la sentencia de este Tribunal y
sobreseyeron o desecharon las instancias
superiores.
La esencial tarea del Pleno, al interpretar y
aplicar 1a ley, dio lugar a 133 precedentes y
41 tesis aisladas. así como a 27 resoluciones
de contradicción de sentencia, para culminar
en42jurisprudencias, 26 por reiteración de
precedentes y 16 por contradiccién de
sentencias, esto significó un incremento de
IA.52o/o,respecto al ejercicio anterior.
Son de resaltar por su importancia y
trascendencia, las jurisprudencias cuyos
rubrosrezan.

v-J-ss-73
CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO CUANDO AN EL



RBCURSO DE REVISIÓN SE ORDBNA
REALIZAR I.JN DETERMINADO ACTO
O LA RBPOSICIÓN DEL
PROCEDIMIEN TO EN MATERIA DE
SALUD.- CÓNNO EFECTUAR SU
CÓMPUTO.

v-J-ss-74
COMPENSACIONES QUB SE PAGUEN
A LOS TRABAJADORES AL SERVICIO
DEL ESTADO.. FORMAN PARTE DEL
SUELDO BÁSICO PARA EL CÁLCT]LO
DE LA JT]BILACIÓN CU¡.NIO SON
PRBSTACIONBS
PERIÓDICAS Y

REGULARES,
CONTÍNUAS.

INDEPENDIEN TEMENTE QUE POR
RAZONES DE OR DEN TECNICO
PRESUPUESTAL VA NÍNN LAS
CARACTENÍSTTC¡,S TÉCNICAS O
BUROCRÁTICAS DE LA PARTI DA
CON CARGO A LA CUAL SE CI]BREN.

V-J-SS-89

AJUSTXS-EN LA FACTURACIÓN POR
CONST'MO DB ENERGÍffiAB''RICA
EMITIDOS POR LA COMISIÓN FEDE
RAL DE ELECTRICIDAD. SON
IMPUGNABLES AI\TE EL TRIBLTNAL
FEDERAL DE JUSTICIA F'ISCAL Y AD
MINISTRATTVA.

SALAS REGIONALBS

Durante el período de este informe se
recibieron en las Salas Regionales del
Tribunal 137.245 demandas, de las cuales
41.182 corresponden a las Salas Regionales
Metropolitanas y 96,063 a las Salas
Regionales Foráneas. En tanto que en el
ejercicio 2004 se recibieron 128,874.1o que
refleja un in cremento en el período que se
informa de 8.371 demandas con respecto al
año anterior y representa un aumento del
6.49%.

El interés controvertido en los asuntos
recibidos en el período que se informa
asciende a la cantidad de
sl27 ,867'�144,651.44 (crENTO

VEINTISIETE MIL OCHO CIENTOS
SESENTA Y SIETE MILLONES. CIENTO
CUARENTA Y CUATRO MIL
SEISCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS
44 I t00 MONEDA NACTONAL).

Los asuntos resueltos y dados de baja en el
ejercicio de 2005. por las Salas Regionales
del Tribunal ascienden a un total de 123.753.
representando estas cifras un aumento del
5.37% en comparación con el ejercicio de
2004. en donde se dieron de baja 117,442
asuntos de las Salas Regionales.

Así, queda de manifiesto el esfuerzo máximo
que ha sido necesario sostener, bajo
condiciones de extrema presión por parte de
todo el personal. tanto profesional como
administrativo, en aras del cumplimiento del
deber.

Sobre el particular es de destacar que del
total de las sentencias emitidas el 91 %
quedó frme. al ser consentidos por (as partes
o por confirmación del Poder Judicial,
independientemente de la fecha de su
interposición. esto es, incluyendo este
ejercicio y ejercieios anteriores, sólo 6.732
generaron modificación a las resoluciones.

Del 100 por ciento. 9l quedó firme y sólo el
9oA se modificó por ejecutoría del Poder
Judicial.

BREVBMENTE HEMOS INFORMADO,

Los datos, cifras, y acontecimientos que se
contienen en la relatoría anterior. distan
mucho de la frialdad cuantitativa propia de lo
estadístico y enumerativo; porque lo que
subyace en ella es el entrañable amor,
cornpromiso y esfuerzo de cientos de
.servidores públicos que edifican a diario la
obra de esta Institución firmemente
consolidada ante la sociedad a través de su
historia j tradición. Por ello rindo homenaje
a todos y cada uno de los integrantes del
Tribunal, quienes al máximo de sus
capacidades, han sobrepuesto su sentido de
responsabilidad a su interés personal.



El orgullo de pertenecer a esta prestigiada
institución se refrenda cada año al
conocerse su labor y sostener una
escrupulosa conciencia judicial.
Con este caráctet propio. que resguarda su
sello de identidad, el Tribunal se encuentra
ahora ante los retos que han de trazat su
futuro, en una nueva MlSl"NI de mayores
responsabilidades.
Recordemos que en el órgano de justicia de
que hablamos transita el I principio de
legalidad, que aquí encuentra un fiel
custodio de su integridad al vigilar la debida
aplicación de las leyes por parte de las
autoridades en lo atinente aI quehacer
administrativo cotidiano, siendo las
resoluciones de las autoridades fiscales las
más sensibles, concurrentes y perrnanentes.
Las del ámbito administrativo en general.
aún no se develan por completo ante
nosotrosmismos.
Así, el peso de estas tareas vaco aumento.
Por su parte la garantla de acceso a la
justicia exige que ésta sea pronta expedita El
Tribunal está pendiente. ocupado y
expectante; cumpliendo con ahínco y
decoro la delicada responsabilidad que en
una nueva efapa. marcada también por una
1ey propia para el  procedimiento
contencioso administrativo federal, tiene
frente a la Nación, para lo cual
conjuntamente con la debida tarea
jurisdiccional. que es su deber, espera
coffesponsablemente la consideración de
las instancias respectivas que posibiliten las
condiciones óptimas para que la alta
función de otorgar tutela jurisdiccional se
cumplacabalmente.
En este orden de ideas se expresa
reconocimiento a las Instituciones de la
República. que han mostrado un recto
sentido de respeto y conftanza hacia esta
Institución aI Ejecutivo Federal y al
Senado; como igual se justiprecia el apoyo
que la Cámara de Diputados dio anuestro
presupuesto el año 20A4 con destino ai
crecimiento regional que se tradujo en cinco

nuevas salas instaladas y su eventual
impulso para el 2006, para la creación de
cincomás.
A este punto. es motivo de gran satisfacción
la noticia producida el día de ayer. referente a
la aprobación en la citada Cámara por
unanimidad de 390 votos, de la reforma al
artículo 1o. de la Ley Orgánica del Tribunal,
que consigna la autonomía presupuestal y de
gestión para el ejercicio directo de los
recursos a esta Institución asignados.
Esta trascendente decisión legislativa, se
traduce en respuesta a la necesidad de que el
Tribunal pueda disponer con libertad y res
ponsabilidad de su presupuesto y así estar en
m e j o r e s  c o n d i c i o n e s  d e  a t e n d e r
requerimientos, derivados de nuestra
natur aleza y' e structura.
Reconocimiento profundo a todos los
señores legisladores que con sensibilidad y
compromiso, así coadlruvan en el avance y
consolidación de nuestro Tribunal, en bien
de la justicia administrativa.

Estimados compañeros:

Hacé 2 ¿ños-cuando este honorable Pleno
depositó su confianza en mi persona, para
representar este Organo de Justicia, después
de agradecer la honra conferida y luego de
t o m a r  c o n c i e n c i a  d e  l a  g r a v e
responsabilidad que asumí, imaginó qué me
gustaría expresar a la entrega del encargo. Al
punto encontré la respuesta: gracias por la
oportunidad de sewiv. Expresión de gratitud
que encauzó durante 24 meses el sentido de
mi gestión como 1o quise: servir sirviendo
De ello me he ocupado. dispuesta cada día a
encontrar soluciones ante múltiples retos.
Para ese propósito he puesto mi voluntad sin
regateos, movida a la decisión meditada y a
la acción p*ronta, que dirigió mi pensamiento
hacia las soluciones, no hacia las sin razones.
También he dispuesto de mis capacidades
dirigidas a, Ia fare& común siq, desvío ni
tardvnza,. pues sé, de c!qrto,. qu: el
compromiso se ionstruye cuando se entrega
la propia identidad para sumarla a la causa de



todos. Pensamiento, sentimiento, corazón y
voz intema, conjuntaron la conciencia de la
mujer y la del juez, para comprometer un
proyecto de existencia al servicio de causas
superiores A ellas me debo: la justicia. No
haber lo  hecho habr ía s ign i f icado
traicionarme a mi misma Deseo expresar que
el ser Magistrada y servir desde el
privilegiado sitial de la Presidencia de esta
augusta casa, me ha dejado la experiencia
profesional y humana más rica y delicada,
pues pude entender. sin reserva ni excepciór¡
que el servioio a las instituciones sólo es
válido y ético, cuando se realiza con senüdo
de desprendimiento de lo privado por lo
público, lo que equivale a mirar por el bien
común. Porúltimo dejo testimonio de sentida
gratitud a mis compañeros de la Sala
Superior. al ser el pleno. en todo caso, en su
calidad de órgano mráximo del Tribunal.
quien llevó a cabo latareaprincipaly siempre
en el lugar que le corresponde. A los
Magistrados expresidentes. que como yo,
han tenido la misma responsabilidad, el
mayor de mis respetos. Nunca como hoy los
valoro. Gracias por su fiabajo que permitió
continuar con el mío.
Atodos los Magistrados de Salas Regionales"
les considero el corazón del Tribunal. Jamás
me he olvidado de ello, ni quiero hacerlo.
A mi pequeño gran grupo de colaboradores,
los más cercanos a la presidencia, que me
auxiliaron leal, eficaz y en ocasiones
estoicamente; que comprendieron mis
preocupaciones: que acompañaron mis
soledades: que respetaron mis silencios y que
fueron testigos de mis afanes diarioso sélo les
recuerdo que gn ocasiones expresaron que
tengo buena memoria, ¡que bien!. Porque se
dice que la gratitud es la memoria del
corazón.
Atodos.con humildad ofrezco disculpas, por
1o que nb'alcancé o nopudehacer.
Y a ti, mi Tribunal, te digo: la vida
.republicana del país te ha merecido. La
justicia honra a quien le honra. El recto
sentido de la ley resplandece en fu ámbito. El

futuro te aguarda responsable. pendiente y
sereno,. porque todos los tiempos en su
momento construyeron tu porvenir que se
concretó en exitoso presente.
Con esta emoción y sentido de unidad que
invade todos los sentidos y la convicción de que
así se percibe en este recinto, la Magishatura de
este Tribunal, en vocación conjunta. no dejará
de empeñar su compromiso con la tutela del
Estado de Derecho, que e el respeto a la ley sin
concesiones, paf,a que el ALMANACIONAL,
CON LOS VUELOS DE LA PATRIA TODA,
SE DESPLIE GUE JUSTA. NOBLE Y
LIBÉRRIMA, COMO LA MAS GRANDE
ASPIRACIONDELHOMBRE.
MUCHAS GRACIAS.







El aforismo tan estimado por los antiguos
doctores según el cual res iudicata facit de albo
nigrum et de quadrato rotundum (la cosa juzgada
hace de lo blanco, negro, y de 1o cuadrado,
redondo) hace sonreir; sin embargo, pensándolo
bien, debería hacer temblar. El juez tiene,
efectivamente, como el mago de la fábula, el
sobrehumano poder de producir en el mundo del
derecho las más monstruosas metamorfosis, y de
dar a las sombras apariencias eternas de
verdades; y porque, dentro de su mundo,
sentencia y verdad deben en definitiva coincidir,
puede, si la sentencia no se adapta a la verdad,
reducir la verdad a la medida de su sentencia.

*

Sócrates en la cárcel explica serenamente a
sus discípulos, con una elocuencia que jamás un
jurista ha sabido igualar, cuál es la suprema razón
que impone, hasta el último sacrificio, obedecer la
sentencia aunque sea injusta; el paso en cosa juzgada
de la sentencia importa que ésta se separe de sus
fundamentos, como la mariposa que sale del capullo,

".y resulte desde ese-,.rnomento inidónea para ser
calificada' de justa o injusta, puesto que está
destinada a constituir desde ese momento en adelante
el único e inmutable término de comparación a que
los hombres habrán de referirse para saber cuál era,
en aquel caso, la palabra oficial de lajusticia.

Por ello el Estado siente como esencial el
problema de la elección de los jueces; porque sabe
que les confia un poder mortífero que, mal empleado,
puede convertir en justa la injusticia, obligar a la
majestad de la ley a hacerse paladín de la sinrazón e
imprimir indeleblemente, sobre la cándida inocencia,
el estigma sangriento que la confundirá para siempre
con el delito.

" PIERO CALAMANDREI.
ELOGIO DE LOS JUECES

ESCRITO POR UN ABOGADO

El Doctor Manoel Antonio Gadelha
Días, Presidente de la Asociación
Iberoamericana de Tribunales de Justicia
Fiscal o Administrativa. A.C. con la finalidad
y necesidad de conocer las experiencias
vividas por los diversos modelos en uso en los
diferentes países miembros, hizo llegar a esta
Secretaria Ejecutiva un cuestionaric que
adjunto al presente boletín se envía, para su
debido llenado, y hecho lo cual se les ruega
remitir a esta secretaria, con la finalidad de
hacer llegar a nuestro presidente dicha
información, quien hará la compilación
respectiva y los resultados correspondientes
que oportunamente se les comunicaran.

Por lo anterior, se les solicita que a la
brevedad se haga llegar la menóionada
información, la cual será de gran interés para
todos, con lo cual se refrenda el
fortalecimiento y consolidación de la AIT. a
través de este meritorio esfuerzo del
Presidente, Doctor Manoel Antonio Gadelhá" 

""

Días, quien con esta iniciativa hace un
invaluable aporte curricular, que habrá de
fructificar en mayor conocimiento de nuestros
respectivos modelo s de justicia administrativa.

Felicidades Doctor Manoel Antonio
Gadelha Días.




